Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 17 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado está reunida hoy para considerar 
el orden del día, cuyo primer punto es la Carpeta N* 723/06 “Derechos de los Trabajadores”. 


SEÑOR VAILLANT.- Efectivamente, se trata de un proyecto de ley inspirado en la situación que trajo 
aparejada la práctica creciente de la tercerización de las actividades laborales. En general se ve a este 
sistema como algo negativo, pero aclaro que soy de los que consideran lo contrario; la tercerización de 
actividades no trae en sí misma consecuencias negativas para la actividad laboral, sino que es su mala 
aplicación, en todo caso, lo que las genera. 


Se aplica la tercerización laboral con el objetivo formal y real de aumentar la eficiencia en función de 
la especialización y, en tal sentido, puede haber sectores empresariales que brinden un servicio con esas 
características. Desgraciadamente, en los hechos, la aplicación creciente de esta modalidad de relación 
laboral se ha traducido en casos de violación sistemática de los derechos de los trabajadores, así como de las 
obligaciones de las empresas para con las instituciones del Estado. En algunos casos se ha llegado, 
inclusive, a que empresas formalmente instaladas creen a su vez empresas subsidiarias o “fantasmas” a las 
cuales contratan luego los servicios tercerizados. Por esa vía se bajan significativamente los costos, aunque 
no mediante la eficiencia y la especialización que mencionábamos anteriormente, sino por la disminución de 
los salarios y la violación de normas laborales y legales vigentes. A su vez, cuando luego se pretende actuar 
contra esas empresas, como muchas veces suelen ser fantasmas y sus titulares aparentes no tienen respaldo 
patrimonial con el cual cubrir las obligaciones violadas, los trabajadores quedan finalmente sin lo que les 
corresponde por derecho -es decir, sin los salarios vacacionales y aguinaldos, e incluso muchas veces sin los 
propios salarios- mientras que las instituciones del Estado, sobre todo el Banco de Previsión Social, 
tampoco pueden cobrar lo que se les adeuda. 


El proyecto de ley a estudio de la Comisión pretende, no impedir la tercerización de actividades, sino 
reglamentar el sistema de manera tal que se eviten los efectos negativos que la práctica ha demostrado que 
efectivamente tiene. Para ello, en el corto articulado de este proyecto se establece, concretamente, la 
responsabilidad solidaria de la empresa contratante hacia la contratada en el caso de que esta última no 
cumpla con las obligaciones que le corresponden hacia los trabajadores y hacia los organismos. 


En síntesis, señor Presidente, puedo decir que en esto consiste el proyecto en términos generales, 
sin perjuicio, naturalmente, del análisis que de cada uno de los artículos se pueda realizar. 


Además, quiero aprovechar este informe para dejar constancia en la versión taquigráfica de que 
esta iniciativa no es ni pretende ser retroactiva. Me importa señalar esto particularmente porque a nivel de las 
instituciones del Estado existen contratos vigentes con empresas tercerizadoras de actividades que fueron 
suscritos en momentos en que esto todavía no estaba vigente. Entonces, si esta iniciativa se aplicara sobre 
esos contratos estaríamos obligando, en este caso al Estado, y por contratos previos, a ser solidario con 
servicios con los que no estaba obligado a serlo anteriormente. 


Repito que me importa dejar en claro el carácter no retroactivo del proyecto y, por lo tanto, que el 
caso de los contratos que el Estado tiene con algunas empresas tercerizadoras no está abarcado por esta ley 
hasta tanto ellos sean sustituidos por otros que se firmen con posterioridad a la vigencia de la norma. 


Como dije, queríamos dejar esta constancia en la versión taquigráfica, señor Presidente, porque este 
proyecto tiene media sanción de la Cámara de Representantes y, por lo menos, es nuestra pretensión -luego 
veremos si esto es posible- que se convierta en ley rápidamente. Como está previsto que la sesión que 
tengamos hoy sea la última del año antes de entrar en receso, nuestra idea es que esta Comisión deje 
aprobada esta iniciativa tal cual viene de la Cámara de Representantes, de manera de convertirla 
inmediatamente en ley. 


SEÑOR RÍOS.- Este tema de la solidaridad en materia de tercerizaciones, por lo menos en el marco del 
Derecho uruguayo, no es nuevo, si bien hay ciertas normas que, por el transcurso del tiempo, o por tener otros 


objetivos, han dejado de funcionar en lo que respecta, en particular, a algunos subsectores. 


La Ley N* 10.449 —que es la de los Consejos de Salarios- establecía esa solidaridad para algunos 
tipos de industria, como por ejemplo, la de la construcción, que es la típica y natural donde la subcontratación 
es un elemento formal del bien que se construye. No es lo mismo tener una empresa de construcción, de la 
que los subcontratistas forman parte, que tener, por ejemplo, una chacinería donde uno tiene subcontratada 
una línea o la distribución. Como decía, ahí se preveía la solidaridad. Luego, la ley se deroga en parte y la 
vida va haciendo que ciertos artículos no se apliquen. Esta disposición en cuestión fue derogada porque se 
dejó sin efecto todo lo que tenía que ver con la negociación colectiva, aunque ésta fue retomada desde el año 
1985. De todos modos, reitero que no se trata de una innovación. 


En lo personal, me he opuesto a todos los elementos de desregulación laboral en la medida en que, 
desde hace algunos años, he percibido que todos los instrumentos jurídicos en materia laboral han tendido a 
una desregulación para obtener un producto más barato, y uno de los factores de ajuste natural ha sido el 
salarial. Ese es un elemento que puede resultar discutible, pero lo creo injusto por más que pragmáticamente 
sea entendible. 


Un aspecto a destacar del proyecto de ley se vincula con la responsabilidad que deberá asumir el 
empresario que contrata a un subcontratista —valga la redundancia- porque creemos que el mundo de la 
empresa y de los empresarios, junto con el de los trabajadores, deben tener garantías de seriedad y de 
realidad. No queremos subcontratistas que “negreen” a la gente ni que tampoco sea culpa del que contrata el 
hecho de que paguen laudos o no aporten al BPS y que, cuando la persona se vaya a jubilar, tengamos un 
problema social que, en definitiva, pagamos todos. 


Me parece que estas normas, que en un principio parecen parciales, tienen dentro de sí un 
elemento esencial. Se trata de algo que va mucho más allá de la responsabilidad natural del empleador y que 
en el mundo moderno está llevada, incluso, al medio ambiente, a la sociedad. En este caso, la persona asume 
que si trabaja con determinada gente, es responsable. Es una forma de ordenar: que trabajen los que tienen 
responsabilidad y salgan del mercado quienes abusan de los niveles de desocupación o de las normas 
jurídicas y no cumplen con sus obligaciones. Estas responsabilidades en cadena también están previstas 
ahora en las normas ISO 9000, tanto en la 9002 como en la 14000. Piden que el subcontratista o el proveedor 
de materiales sea una empresa que haya certificado esa normativa internacional. Ello no lo hace 
solidariamente responsable, pero sí va tendiendo a que todo el mundo que rodea a esa nueva empresa esté 
dentro de la legalidad y no en la informalidad. Dentro de esa legalidad entra la tercerización como un 
instrumento natural del ejercicio del derecho del empresario, siempre y cuando no sea para escabullir el fisco 
o los derechos de los trabajadores. 


Nos parece, pues, una buena iniciativa, que no tiene una concepción exclusivamente enfocada en 
los derechos de los trabajadores —aunque si la tuviera también valdría por sí misma- sino que también apunta 
a ordenar el mundo del trabajo en todos los ámbitos y a estimular a aquel empresario que contrata a un 
subcontratista serio frente a aquel que no lo hace y al que, en definitiva, es al que queremos correr. Entonces, 
este proyecto de ley viene a colaborar en el sentido de proteger a los trabajadores y apunta a que los 
empresarios asuman las nuevas realidades que el mundo nos está determinando, que son, además de las 
formales, las de que las empresas cada vez más son un conjunto de elementos subcontratados y no unidades 
únicas. Esas son de las cosas que reivindico personalmente, porque aquellas plantas de veinte mil 
trabajadores en donde todos dependían de un capataz general o de un jefe de área, han mutado y el mundo 
va por otro camino. Precisamente a éste hay que darle seriedad, seguridad jurídica y responsabilidad. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar, no puedo dejar de señalar que me molesta enormemente y me 
preocupa la forma en que se intenta imponer los proyectos de ley, porque tanto el que estamos considerando 
como el que figura en segundo término del orden del día acaban de ingresar a la consideración de la 
Comisión, luego de su aprobación en la Cámara de Representantes. Ni siquiera existe un informe de la 
Comisión y ya están incluidos en el orden del día de la sesión de hoy, lo que a mi juicio es absolutamente 
antirreglamentario. Obviamente, imagino que la intención de la mayoría de los miembros de esta Comisión es 
simplemente aprobar el proyecto de ley y no discutir la iniciativa, aceptar modificaciones, o escuchar la opinión 
de gente especializada que tiene mucho para aportar en una materia tan sensible como la laboral, en donde 
los cambios impulsados con vertiginosidad y falta de fundamentos —como en este caso- muchas veces 
terminan perjudicando a los propios trabajadores. 


Por una cuestión de orden, considero que correspondería convocar a la Comisión, por lo menos, a un 
par de especialistas en materia de Derecho Laboral, así como a las partes interesadas, para que tengan la 
oportunidad de expresar su opinión. De lo contrario, estaríamos sorteando el sistema bicameral, que si tiene 
una razón de existir es, precisamente, la de que en el tránsito de una Cámara a la otra, los actores o sectores 
involucrados vayan tomando conocimiento de los proyectos, realicen su evaluación, definan los pros y los 
contras y, en la segunda Cámara, los Legisladores tengan la oportunidad de escuchar la opinión de quienes 
tienen una experiencia importante en la materia que se esté considerando. 


Desde ya descuento que la moción que estoy proponiendo no va a contar con el apoyo de la 
mayoría, pero desconozco si el Presidente de la Comisión está o no de acuerdo en recibir a algunas 
delegaciones, que podemos proponer nosotros u otros Legisladores. Asimismo, descuento que tampoco están 
dispuestos a introducir modificaciones al proyecto de ley, porque se me ha trasmitido que quieren aprobarlo y 
transformarlo en ley en el día de hoy. 


Lo cierto es que se va a cometer un error importante porque, en definitiva, lo que hace este proyecto 
de ley es penalizar la tercerización. Precisamente, la razón de ser de la tercerización es que la empresa que 
asume la responsabilidad de contratar el personal cargue con los riesgos y las responsabilidades 
consiguientes; si la solidaridad se establece en forma genérica para todos los casos -como lo hace este 
proyecto que seguramente será ley- este instrumento que en el derecho empresarial y laboral moderno está 
ganando un espacio importante, perderá totalmente su razón de existir. Si la solidaridad es de naturaleza tal 
que hace que sea lo mismo tercerizar o no, se mata esta figura. 


Estimo que perfectamente se puede elaborar un proyecto de ley más perfeccionado y con mayor 
fundamento, donde se distinga, por ejemplo, entre tercerización legítima y tercerización fraudulenta - 
castigando severamente a esta última, que desde luego ninguno de nosotros estamos dispuestos a aceptar- 
sin que por ello se elimine esta figura, que será la consecuencia ineludible de esta ley que no reconoce ningún 
tipo de excepciones. 


Actualmente, y no solo a nivel empresarial uruguayo sino mundial, los procesos de trabajo se 
organizan básicamente en dos categorías: los centrales y los periféricos. Una empresa que se dedica a la 
fabricación de automóviles, por ejemplo, tiene un conjunto de trabajadores que llevan adelante los procesos 
centrales, es decir, la fabricación, el ensamblado y todo lo que está directamente vinculado con el objeto 
principal en función del cual la empresa existe. Los procesos periféricos, en cambio, serían la seguridad, la 
vigilancia o la limpieza, para los que se utiliza la tercerización, porque este tipo de funciones no hacen a la 
esencia de la tarea que se está desarrollando. Esa tercerización -que ya ha ingresado en nuestro Derecho y 
también en la práctica laboral- es reconocida y protegida por la justicia laboral, a tal punto que ha establecido 
la obligación de que la empresa principal se haga responsable cuando la empresa tercerizada no paga los 
salarios correspondientes. Sin embargo, todavía no ha incluido -porque no parece correcto y porque existen 
otras alternativas- los accidentes de trabajo y la seguridad social. 


Creo que tenemos un campo muy fértil y muy interesante para establecer una legislación justa, 
equitativa y solidaria, que en todos los casos proteja los derechos de los trabajadores, pero desde un doble 
punto de vista: desde el derecho a recibir los ingresos que le corresponden, pero también desde la posibilidad 
de creación de nuevas fuentes de trabajo porque, en definitiva, por allí ha caminado el instrumento de la 
tercerización. 


El proyecto de ley que tenemos a consideración no hace esas distinciones, no ingresa a fondo en 
esta materia, y me parece que debería ser objeto de correcciones de la naturaleza que he señalado. Además, 
y muy especialmente, creo que merece la posibilidad de que la Comisión reciba el asesoramiento y la opinión 
de quienes están involucrados directamente en esta materia, como son los profesionales del Derecho, el 
propio Poder Judicial a través de representantes de la justicia laboral, y también los trabajadores y los 
empresarios. Me parece que es lo mínimo que podemos hacer antes de despacharnos con una ley de esta 
naturaleza, que puede traer más consecuencias negativas que positivas. 


SEÑOR RÍOS.- Comparto algunos aspectos que señala el señor Senador Gallinal. En definitiva, las 
tercerizaciones aparecen en las empresas modernas como un elemento de disminución de lo que son los 
costos fijos, ya que desde el momento en que se terceriza se eliminan elementos de subordinación que 
formaban parte de los cuadros administrativos -como capataces, subcapataces o jefes de línea- y pesaban 
sobre el producto final o, como en el caso que se mencionaba, la seguridad. El elemento central en una 


contratación y en una tercerización es el de subordinación. Si bien la persona es contratada por el empresario 
“A”, el ejercicio de la subordinación lo tiene el dueño de la empresa subcontratista. El subcontratante no puede 
ejercer el derecho de subordinación frente al subcontratista, porque es un contrato de derecho comercial; 
tampoco frente al trabajador, porque no es su funcionario. Entonces, nos queda solamente el hilo de la 
subordinación respecto al subcontratista, y de esa manera se elimina una serie de costos fijos de las 
empresas, que en estos momentos de ajustes pesan. 


Hoy temprano dije que no es nuevo lo de la responsabilidad solidaria; acabo de ratificarlo en la Ley 
N2 10.449, y creo que su equilibrio proviene, más que nada, de la seriedad de la subcontratación y de los 
derechos que queremos proteger. Si lo que queremos es proteger los derechos de los trabajadores, también 
tenemos que ver que si subcontratamos a quienes sabemos que trabajan bien, obtendremos un producto 
mejor -que es lo que queremos como país- en la línea que nos toca subcontratar. 


El análisis que realiza el señor Senador Gallinal en cuanto al Derecho comparado es correctísimo. 


También habló de la contratación fraudulenta. Como Legislador, me parece que reconocer la 
existencia del fraude en la sociedad o en el mercado de trabajo como emergente de una realidad, es un 
elemento peyorativo de la rama en que actuamos. Podemos saber que el fraude existe pero, en lo personal, 
no me gusta reconocer la fraudulencia en ningún elemento del orden jurídico, ya que implicaría reconocer la 
antijuridicidad. Podemos decir que hay trasgresores, pero no podemos regular sobre los elementos de la 
trasgresión; tenemos que hacerlo sobre los elementos del cumplimiento y, de esa manera, los trasgresores 
tendrán la sanción correspondiente. 


Este proyecto de ley cae en el tiempo que cae, y aunque puedo entender el planteo que realizó el 
señor Senador Gallinal, también quiero señalar que hay que tomar en cuenta que el bien jurídico tutelado — 
como decimos los abogados- muchas veces nos lleva a tomar decisiones de esta índole. Aquí tenemos un 
doble bien jurídico tutelado: el del trabajador, para que no quede desprotegido, y el del empresario, para que 
contrate con los subcontratistas serios. Tenemos que empezar a limpiar la cancha, separando a los 
cumplidores de los que no lo son, y frente al receso, creo que uno tiene que tender hacia el bien tutelado más 
débil, que en este caso son los trabajadores, que tienen derecho a sus retribuciones. Día a día recibo en mi 
despacho a trabajadores que no cobran aguinaldo porque el que tercerizó se perdió. A veces la vida nos lleva 
a tomar decisiones en los momentos que vivimos, y con la necesidad del tiempo en que vivimos. 


SEÑOR VAILLANT.- Quiero decir que las preocupaciones planteadas por el señor Senador Gallinal tienen 
distinto orden, e independientemente de que pueda compartirlas todas, merecen reflexiones por separado. 


El señor Senador Gallinal comparte la necesidad de legislar sobre el tema de las tercerizaciones, 
pero plantea cierta afirmación pretendiendo ver en el proyecto una liquidación de este mecanismo de relación 
laboral. Quiero manifestar al señor Senador que, desde nuestro punto de vista, esto no es así. Nosotros 
queremos proteger este modo de producción y de relación laboral, y para ello necesitamos reglamentarlo, 
estableciendo normas que permitan cumplir con este modo de relación laboral sin necesidad de violar los 
derechos de los trabajadores ni las obligaciones con el Estado. 


Si analizamos este corto articulado veremos que el proyecto, fundamentalmente en su artículo 1? - 
aunque también en el 2? y en el 3*- refiere a este tema cuando dice: “Todo patrono o empresario que utilice 
subcontratistas, intermediarios o suministradores de mano de obra, será responsable solidario de las 
obligaciones laborales de éstos hacia los trabajadores contratados”, pero también establece esa 
responsabilidad respecto de los organismos recaudadores. Justamente, lo que se está tratando de evitar es el 
fraude, es decir, que el negocio de contratar o la conveniencia de subcontratar o tercerizar actividades pueda 
radicar en la violación de los derechos de los trabajadores o en la violación de las obligaciones con el Estado. 


Además, el artículo 5% de este proyecto de ley no solamente refiere al incumplimiento de las 
obligaciones existentes, sino también a que los beneficios laborales no podrán ser inferiores a los establecidos 
por laudos de los consejos de salarios, convenios colectivos, etcétera, para la categoría que desempeñen y 
que corresponda al giro de actividad de la empresa donde prestan sus servicios. Con esto no se pretende 
resolver la evasión o defraudación, sino evitar que por una vía lateral se violen los acuerdos laborales que se 
realicen entre trabajadores y empresarios, particularmente a través de los consejos de salarios y/o convenios 
colectivos. Es en estos convenios donde se establece que ciertas actividades deben tener determinadas 


condiciones laborales y salarios; el hecho de que se las cumpla en forma indirecta no debe ser motivo para 
que se modifiquen las condiciones laborales. 


Reitero que nuestra intención -y creo que el articulado del proyecto lo logra- no es impedir, rechazar 
ni atentar contra esta modalidad de producción y de relación laboral que, como dije al principio de mi 
intervención anterior, tiene sus claros beneficios en cuanto permite mayor eficiencia en función de la 
especialización. En este sentido, comparto el criterio del señor Senador Gallinal en cuanto a la existencia de 
actividades centrales y periféricas, y a que estas últimas son realizadas con más eficiencia por aquellas 
empresas para las cuales son actividades centrales y, por lo tanto, están especializadas en ellas. El proyecto 
no se opone a esto, sino que concretamente ataca dos puntos medulares. Por un lado, trata de impedir la 
defraudación y el incumplimiento, es decir, apunta a evitar que esta sea una forma de evasión de las 
obligaciones que imponen las leyes laborales existentes y, por otro lado, intenta asegurar que no se 
transforme en un mecanismo para violar los beneficios de los trabajadores. Para ello establece, en el artículo 
5%, que los beneficios no pueden ser inferiores a los determinados para la rama. 


Quiero finalmente decir que también comparto -debo ser sincero- el planteo del señor Senador 
Gallinal en cuanto a la modalidad de tratamiento. Es cierto que queremos sancionar cuanto antes este 
proyecto, que tuvo una larga discusión en la Cámara de Representantes. Admito que es responsabilidad de 
todos nosotros, pero particularmente de quienes tenemos la mayoría en el Parlamento, no haber acelerado la 
consideración de este proyecto en la otra Cámara a fin de tener más tiempo para tratarlo en el Senado. De 
manera que es absolutamente de recibo el planteo que hace el señor Senador Gallinal, pero no tengo más 
remedio que contraponerlo con otro, y es que si seguimos demorando la sanción de una ley de estas 
características, vamos a continuar asistiendo pacíficamente a algo que viene ya de tiempo atrás, que es la 
violación de los derechos de los trabajadores, porque es un hecho que en algunas áreas específicas esto se 
está dando con una dimensión tremenda, particularmente en el propio Estado. Creo que todos nosotros 
hemos vivido experiencias en este sentido y, si los señores Senadores me permiten, voy a relatar una, que me 
tocó vivir directamente en ocasión de dirigir una institución del Estado. Allí habían sido tercerizados, entre 
otros, los servicios de limpieza y de seguridad que, como bien señalaba el señor Senador Gallinal, están entre 
los primeros que se han tercerizado. En aquel momento, cuando llegaba a trabajar a mi oficina a las ocho o a 
las nueve de la mañana, me encontraba con una persona que era la misma que tenía que esperar a que yo 
saliera de mi oficina para limpiar, aún cuando ello ocurriera a las once de la noche. Entonces, un día le 
pregunté qué horario hacía, y me respondió que tenía que estar antes de que llegara el Presidente y se podía 
ir recién después de que éste se fuera, porque tenía que hacer el aseo final. Cuando me dijo esto, le dije que 
debía hacer una gran cantidad de horas extra, pero me contestó que no, que le pagaban $ 1.900 por mes -que 
en aquel momento era el salario mínimo nacional- sin horas extra ni ningún derecho. En aquel momento lo 
que se me ocurrió fue llamar a la entonces Ministra de Trabajo y Seguridad Social, que me dijo que no se 
podía pedir una inspección para un organismo público, pero yo le hice ver que en ese organismo público 
trabajaban empresas privadas. Cuando finalmente vino la inspección, comprobó algo que realmente estaba 
fuera de mi imaginación: de las más de veinte personas que estaban trabajando, sólo una estaba en planilla, y 
no se pagaba ningún derecho, de ningún tipo. Incluso, cuando el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social fue 
a actuar, la empresa figuraba con una dirección, en la ciudad de Pando, que correspondía a un baldío. Por 
supuesto que lo que la administración de la empresa hizo en ese momento, con los riesgos legales 
correspondientes, fue plantear que no constituía incumplimiento, porque en el contrato no había nada que 
dijera que eso no se hacer. Obviamente, el incumplimiento no se efectuaba ante el Ente del Estado, sino con 
relación a las leyes laborales, lo que supone algo totalmente distinto. 


Ejemplos como el que acabo de mencionar hay muchos, y ellos no sólo refieren a las empresas 
públicas, sino también a las privadas. Podemos citar el caso de industrias que han empleado a ochocientos o 
mil trabajadores, a quienes retiraron de su actividad de carga y descarga contratando para esto a empresas 
que tercerizan o aportan mano de obra transitoria. Quizás esto tendría sentido si se piensa que la actividad de 
carga y descarga en determinado momento puede dejar de ser necesaria, pero ese no es el único motivo por 
el que se toman tales acciones. Lo que se intenta a través de ese mecanismo es bajar significativamente los 
costos, disminuyendo los salarios de los trabajadores por debajo de lo que legalmente está establecido para 
cada caso y dejando de cumplir con el resto de las obligaciones. 


La anécdota que mencioné no tiene otro objetivo más que el de hacer evidente la gravedad que esta 
situación reviste para miles y miles de trabajadores que por esa vía están siendo explotados, mientras 
nosotros somos conscientes de ello. Reitero que por nuestra parte existe la responsabilidad de no haber 
acelerado en su momento —sobre todo durante el tratamiento de esta iniciativa en la otra Cámara- el trámite 
de sanción del proyecto de ley que resuelve el problema. Nuestra intención es la de solucionar este tema de 
forma mucho más rápida que en la Cámara de Representantes, por lo cual pedimos disculpas. Creo que si 


tenemos que optar entre el planteo -que corresponde- formulado por el señor Senador Gallinal y la situación 
de estos trabajadores cuyos derechos están siendo violados, obviamente vamos a elegir —nuevamente 
pidiendo disculpas por ello- sancionar este proyecto de ley de inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la palabra, quisiera hacer una breve intervención sobre este 
tema. A nuestro juicio, este proyecto de ley y el que vamos a tratar a continuación deben inscribirse en una 
tendencia de más larga duración del Gobierno que representamos, en el sentido de ir disminuyendo o 
constriñendo cada vez más los ámbitos de desregulación o flexibilización laboral. El Uruguay tiene el triste 
récord —esto no lo decimos nosotros, sino el Fondo Monetario Internacional a través de un estudio efectuado 
hace menos de un mes- de ser el tercer país más flexibilizado del mundo, luego de Zambia y de otro, cuyo 
nombre ahora no recuerdo. Realmente, esto nos coloca en un muy triste récord, sobre todo teniendo en 
cuenta que Uruguay, en determinado momento, fue un ejemplo para todo el mundo en materia de leyes de 
protección del trabajo. Hace tiempo que aquí se está aplicando una política general en materia de derechos de 
los trabajadores que tiende a una disminución paulatina —creo que la palabra es exacta, porque esto se está 
dando en forma lenta, segura y sin pausa- de los elementos de desregulación y flexibilización laboral que 
atentan contra los derechos de los trabajadores. 


Por otra parte, también nos parece interesante señalar que estos procesos de desregulación y 
flexibilización laboral abarcan a todo el mundo, ya que no sólo se dan en países dependientes como el 
nuestro, sino también en aquellos que llamamos centrales. Dichos procesos revelan un régimen económico, 
social y de relaciones de producción que, realmente, provocan un ataque desde el punto de vista ético y moral 
mucho más que cualquier elemento discursivo que nosotros podamos establecer. Si un régimen necesita este 
tratamiento de la fuerza del trabajo humano —que es la principal fuerza que tiene en materia de producción- 
evidentemente va marcando los límites del sistema ya que requiere de esto para abaratar los costos de 
producción y competir con determinadas mercancías sin ser desplazado del mercado. 


En ese sentido, nos parece muy importante este camino que, efectivamente, busca defender los 
derechos de los trabajadores y volver a colocar a Uruguay en una perspectiva de respeto de los mismos. Por 
eso, al contrario de lo que señalaba el señor Senador Gallinal, nos parece que estamos en el buen camino, en 
la buena senda y que es imposible separar estos proyectos concretos de todos los demás que hemos venido 
elaborando y de los que seguiremos aprobando en esta Comisión y en el Parlamento. 


Con respecto a lo que el señor Senador señalaba sobre el tratamiento del tema, tenemos que darle 
la razón en cuanto a que es bueno intentar ubicarse de su lado para comprender que, aun en las diferencias, 
siempre es muy bueno tener espacio para opinar libremente. Además, en reiteradas oportunidades y en la 
práctica hemos comprobado que los aportes que se puedan hacer son bienvenidos e interesantes, pero en 
esta ocasión —tal como señalaban los señores Senadores Ríos y Vaillant- hay una urgencia que 
evidentemente nos conduce a no otorgar ese espacio y darle prioridad al derecho de los trabajadores y al 
hecho de que no podemos estar tantos meses sin que este proyecto de ley sea una realidad en la vida laboral 
y productiva uruguaya, como seguramente ocurriría si aceptáramos la solicitud del señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Agradezco al señor Senador Vaillant y al señor Presidente sus expresiones y sus 
disculpas, pero el tema de fondo no se soluciona por más bienvenidas que ellas puedan ser. No me parece 
que esta forma de legislar sea correcta. Además, creo que cada vez que hubo que dar una mano en la 
Comisión, proponiendo alternativas en los proyectos de ley o haciendo número para aprobarlos y remitirlos 
rápidamente, lo hemos hecho; incluso, lo hicimos en la última sesión, que fue convocada para un día 
miércoles a las 10 de la mañana, de manera que el proyecto de ley por el que se establece una prima por 
edad para los jubilados del Banco de Previsión Social que perciben menores ingresos e integran hogares de 
escasos recursos, pudiera ser aprobado por la tarde, aunque después un malentendido involuntario nos haya 
impedido expresar en el Plenario lo que deseábamos porque se alteró el orden del día y, justamente en ese 
momento, no estábamos en Sala. 


Creo que no solamente todos los que tenemos presencia en esta Comisión pretendemos defender 
los derechos de los trabajadores, sino que ello constituye una obligación de la Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social que, precisamente, existe para garantizar a los trabajadores de nuestro país el derecho al 
trabajo, así como todas las consecuencias que dicho derecho, protegido especialmente a través de la 
Constitución de la República, implica. Lamentablemente, el ejemplo planteado por el señor Senador Vaillant 
no se corrige con la aprobación de este proyecto de ley, sino que necesitará otras normas. Repito, este 
proyecto de ley no va a solucionar el problema. Es más, había planteado la posibilidad de dar a este proyecto 
otro estudio, de manera de poder introducir algunos instrumentos que, precisamente, apuntan a los objetivos 


deficientes o a las carencias que hoy existen en nuestro ordenamiento jurídico. La propia OIT reconoce el 
fenómeno de la tercerización, básicamente vinculándolo a lo que, a mi juicio, fue uno de sus orígenes 
principales, es decir, la mano de obra temporal. Sobre este tema es necesario contar con una regularización 
de carácter especial. 


Creo que, aun en los casos en que no se trate de mano de obra temporal, hay que buscar la 
participación, tanto del Banco de Previsión Social como del Banco de Seguros del Estado y del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, para que existan bancos de datos de libre acceso que permitan conocer el registro 
de las empresas tercerizadas y su situación regular de pago. De esta manera, la empresa cliente tendrá la 
responsabilidad de consultar ese banco de datos y el Estado terminará siendo una suerte de seguro donde el 
empresario tendrá un proveedor en situación regular. Esto no es un invento mío sino que, además, lo extraje 
del Derecho comparado, de experiencias que se han realizado en otros países del mundo. La inversión que 
estamos necesitando la podemos atraer, precisamente, con la existencia de instrumentos de estas 
características, que le dan una mayor competitividad, pero sin desproteger los derechos de los trabajadores. 
Es lógico que hoy una empresa no quiera ni tenga intenciones de gastar recursos en especializar a una parte 
de sus empleados en materia de seguridad y, entonces, tercerizan directamente. ¿Para qué van a caminar por 
ese andarivel si ya existen otras empresas que se dedican a la tercerización y que, además, especializaron a 
su personal en materia de seguridad? Creo que eso es muy bueno, pero sin duda, el instituto de la 
tercerización, con el artículo 1%, termina jaqueado. Allí no está marcada la diferencia entre lo legítimo y lo 
ilegítimo, lo que es fraudulento y lo que no lo es, lo que es temporal y periférico, y lo que es central. No me 
parece que sea una buena solución, pero como hay una decisión tomada, no voy a ser un obstáculo para ella 
más que a través de mi voto -que es lo único que puedo poner arriba de la mesa- y de lo que expresaré en 
Sala cuando se considere el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo ningún otro Senador que quiera hacer uso de la palabra, corresponde 
votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
—4 en 5. Afirmativa. 
En discusión particular. 
SEÑOR VAILLANT.- Formulo moción para que se suprima la lectura del articulado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 

—5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 1*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 5. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


—4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 3". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 4*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 5*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—-4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 6*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 7*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 5. Afirmativa. 
Queda aprobado el proyecto de ley. 
El señor Senador Vaillant será el miembro informante de esta iniciativa. 


Corresponde comenzar con el tratamiento de la Carpeta N* 727/2006 sobre créditos o prestaciones 
laborales originados en la relación de trabajo. 


SEÑOR RÍOS.- El tema que estamos considerando ha generado una fuerte discusión desde hace varios años 
en todos los ámbitos de trabajo y refiere al tiempo de prescripción de los créditos laborales y del plazo de que 


dispone el trabajador, una vez terminada su relación laboral, para reclamar por los créditos que no hubieren 
sido satisfechos en dicha relación. 


Según las distintas corrientes de pensamiento, ha habido muchos cambios en este punto. La última 
ley, la llamada Ley de Inversiones, estableció un doble plazo: dos años para que el trabajador pudiera 
reclamar y, además, para que pudiera reclamar los créditos a partir de un año hacia atrás. Nosotros creemos 
que el artículo 29 de esa ley resultó realmente muy negativo, tanto para los trabajadores como para los 
empresarios cumplidores. Luego de un estudio pormenorizado que se hizo acerca del Derecho Comparado de 
aquel entonces y el actual, se advirtió que el trabajador podía reclamar hasta diez años para atrás. Ahora, este 
proyecto de ley, aprobado por la Cámara de Representantes, establece concretamente que luego de 
terminada su relación laboral, el trabajador dispone de un año para reclamar sus derechos con la posibilidad 
de reclamar los haberes incumplidos hasta cinco años para atrás. En este caso otorgamos al trabajador sólo 
un año para reclamar, porque de la misma forma en que ampliamos el sistema de relaciones laborales, el 
trabajador que hoy siente sus derechos lesionados después de la ruptura de su contrato de trabajo, tiene 
ámbitos a los que recurrir para canalizar su situación e informarse adecuadamente. 


SEÑOR GALLINAL.- Ese es el plazo que existe actualmente; eso no se cambia. 


SEÑOR RÍOS.- Efectivamente, es el que existe, pero establecemos que en lugar de reclamar un año para 
atrás, el trabajador puede reclamar hasta cinco años. Este es un plazo de prescripción similar a todos los del 
Código Civil. El Derecho uruguayo está colmado de plazos de prescripción diferentes según la naturaleza de 
la situación y sin otra explicación que la propia norma, como en el caso de la acción personal, que es de 
cuatro años, o en el de la prescripción, que es treintenaria. Es decir que hay una serie de normas jurídicas que 
nos permiten considerar diferentes plazos de prescripción de los créditos. 


En nuestra opinión, lejos de un plazo de diez años, uno mayor de cinco años nos podía llegar a 
generar una inseguridad demasiado latente, ya que supera incluso muchas normas tributarias. Entonces, 
luego de la ruptura de su relación laboral, el trabajador dispone de un año para reclamar sus derechos 
respecto de los últimos cinco años que estuvo trabajando. Nos parece que ese plazo nos otorga equilibrio y 
también da seguridad al empresario cumplidor, cuya prescripción podía llegar a ser de treinta años. 


Creemos, entonces, que cinco años es un buen plazo y que en un año el trabajador tiene el tiempo 
suficiente para interrumpir la prescripción, asesorarse y presentar las demandas correspondientes. Tal como 
decía el señor Senador Gallinal, ampliamos el tiempo de reclamo que tiene el trabajador, pero la realidad nos 
ha demostrado a todos los que estamos acá —a quienes venimos del mundo empresarial y a quienes vienen 
del mundo del Derecho y del trabajo- que en una relación de dependencia, al trabajador que está en una 
sujeción imperfecta respecto a su empleador le es muy difícil reclamar si no hay un despido, porque se altera 
la convivencia, especialmente en empresas pequeñas como las que hay en nuestro país. 


Por otra parte, soy de los que piensan que cuando el trabajador se incorpora a un sindicato, éste le 
da una coraza que protege mucho más su individualidad que si está cuerpo a cuerpo con su empleador. 


En definitiva, nos parece que es un muy buen proyecto de ley sobre el que se han escrito ríos de tinta 
en el Derecho Comparado. En realidad, los plazos podían haber sido diferentes, pero tomamos esos en virtud 
de algunos elementos del Derecho Comparado. 


Si considerábamos que el plazo de un año era muy poco, creemos que por esta norma vamos a 
poder dar nuevamente al trabajador el derecho de reclamar sus haberes y la posibilidad de premiar o tratar de 
estimular a los empresarios a que cumplan, lo que resultaba muy difícil de lograr con un plazo de prescripción 
fijado en un año. De manera que con este proyecto de ley se estaría buscando el doble equilibrio al que 
hacíamos referencia anteriormente; esto es, que el trabajador pueda trabajar y que el empresario que trabaja 
seriamente, sea respetado. 


SEÑOR GALLINAL.- Desde el punto de vista formal, doy por expresadas las mismas objeciones que realicé 
con respecto al proyecto de ley anterior y lamento no haber tenido la posibilidad de discutirlo más a fondo. 
Inclusive, tengo entendido que antes del tratamiento de la iniciativa en Sala, alguna gremial solicitó audiencia 
a la Comisión. Es más, se trata de la misma gremial que no pudo ser recibida en la Comisión de Legislación 
del Trabajo de la Cámara de Representantes, pese a su solicitud de audiencia. 


Este no es un tema nuevo. Precisamente, lo que aquí se pretende es derogar el artículo 29 de la 
llamada Ley de Inversiones que, en su momento, fue objeto de un proceso de recolección de firmas que luego 
no culminó exitosamente porque no se consiguió el número suficiente para promover un plebiscito que llevaría 
a la derogación de la norma. 


Con respecto al plazo de un año para promover las acciones originadas en las relaciones de trabajo, 
es el mismo que rige hoy en día. O sea que, en ese sentido, no hay innovación ni modificación alguna, por lo 
que considero que es un plazo correcto. 


Por otra parte, creo que los artículos 3* y 4% ayudan a aclarar y a proteger aún más el derecho del 
trabajador a promover las acciones correspondientes, una vez culminada la relación laboral. Digo esto porque, 
si no me equivoco, antes se establecía la necesidad de que conjuntamente con el telegrama colacionado o 
con la citación a la instancia de conciliación en un plazo determinado de treinta días, debía promoverse la 
demanda o concretarse la audiencia de conciliación correspondiente. Esto, en alguna medida, fue desdeñado 
por la Justicia laboral, cosa que me pareció bien. Creo que un mínimo acto de manifestación de voluntad del 
trabajador anunciando su intención de reclamar determinado derecho, debe ser suficiente como para 
interrumpir la prescripción. Es por lo expuesto, entonces, que entiendo que los artículos 3% y 4% de este 
proyecto de ley son compartibles. 


Considero, en cambio, que es muy discutible el artículo 2* de esta iniciativa. Cabe recordar que por 
la Ley N* 16.906 se bajó el plazo de diez a dos años. Me parece que fijar un plazo de dos años es más que 
razonable y, en este sentido, hay innumerables ejemplos en el Derecho Comparado. No obstante ello, quiero 
decir que tampoco considero descabellado el plazo establecido de cinco años, porque a veces se puede dar la 
situación de que el trabajador, con tal de mantener el vínculo laboral, no realice algunas reclamaciones a que 
tendría derecho porque tiene el temor de que, si lo hace, probablemente gane ese pleito y, en consecuencia, 
se haga lugar a su reclamación, pero pierda lo fundamental, que es su trabajo. 


En función de esto, tenemos que decir que todos los plazos —sean de dos, cinco o diez años- 
siempre van a ser arbitrarios. Creo que lo que estamos buscando en el Uruguay de estos tiempos es reactivar 
la economía, generar las mejores condiciones de inversión y, al mismo tiempo, proteger los derechos de los 
trabajadores. 


Entonces, más allá de que considero que este plazo de dos años es prudente y suficiente, 
sinceramente, no tengo argumentos de una solidez tal que me lleven a pararme en la vereda de enfrente 
respecto al establecimiento de un plazo de cinco años. 


Señor Presidente: prefería darle otro tratamiento a este proyecto y hacer lugar a las audiencias que 
se han solicitado o que eventualmente se pudieran promover en el futuro, ya que los distintos sectores están 
un tanto ajenos a la vida del Parlamento y no saben que alguno de estos proyectos van a terminar 
transformándose en ley sobre fin de año -lo que van a tener que aprender porque realmente forma parte del 
sello de acción del nuevo Gobierno- pero igualmente lo voy a votar, aunque con salvedades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos consultado con la Secretaría, que nos informa que no ha recibido ningún 
pedido de audiencia; no existe, al menos, comprobante de ello. 


SEÑOR GALLINAL.- Debo expresar que el fax está en Comisiones, pero además, en lo personal, recibí por 
mail la información de la solicitud de audiencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queríamos dejar aclarado que hoy en la Secretaría no existe constancia de ningún 
pedido de audiencia; si así fuera, los hubiésemos recibido. 


SEÑOR GALLINAL.- Evidente no hicieron el trámite con la debida antelación, pues recién tomé conocimiento 
de la solicitud de audiencia en la tarde de ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


—5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Deberíamos votarlo en particular. 


SEÑOR GALLINAL.- Existen diferentes modalidades de trabajo, dependiendo de la Comisión de que se trate. 
En muchas, los proyectos no se votan en particular salvo que se hagan cambios en los artículos. 


SEÑORA DALMÁS.- También he participado en Comisiones en las que se vota en particular y nunca en 
general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, damos por aprobado el proyecto, con la 
salvedad manifestada por el señor Senador Gallinal. 


SEÑORA SECRETARIA.- Ha llegado la solicitud de audiencia. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente, el proyecto ya ha sido votado y ahora no es posible recibirlos. 
El miembro informante del proyecto será el señor Senador Ríos. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 18 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


